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SR. ALCALDE-PRESIDENTE DEL
AYUNTAMIENTO DE ALBARRACÍN
44100 ALBARRACIN
TERUEL

Zaragoza, a 12 de enero de 2007

ASUNTO:  Recordatorio de deberes legales

I.- ANTECEDENTES

PRIMERO.-  El  día  09/05/06  tuvo  entrada  en  esta  Institución  una  queja
denunciando problemas de ruidos.

SEGUNDO.- En la misma se hace alusión a las molestias ocasionadas por
ruidos  de  una  discoteca que  se  ubica  precisamente en  un  local  arrendado por  el
Ayuntamiento de Albarracín. Señala la ciudadana que las diferentes quejas verbales
que  ha  presentado  ante  esa  Entidad  no  han  tenido  ningún  efecto,  al  no  haberse
reducido el ruido. Ello que le impide descansar con normalidad y afecta a su salud,
teniendo además en cuenta su avanzada edad.

TERCERO.-  A  la  vista  de  la  queja  presentada,  se  acordó  admitirla  a
mediación, asignando el expediente al Asesor D. Jesús Olite para su instrucción. Con
tal  objeto,  se  envió  con  fecha  17/05/06  un  escrito  al  Ayuntamiento de  Albarracín
recabando información sobre la cuestión planteada en la queja y, en particular, si la
actividad objeto de queja se encuentra en posesión de las preceptivas licencias que
habiliten  su  funcionamiento,  si  cuenta  con  insonorización apropiada  a  la  actividad
que realiza, resultados obtenidos en caso  de haberse realizado mediciones  de los
niveles  de  ruidos  o  de  vibraciones  en  las  viviendas  próximas  y,  en  general,  las
actuaciones realizadas para dar solución a este problema.

CUARTO.- Al no haberse recibido respuesta, la solicitud de información se
reiteró en fechas 20/06/06 y 23/08/06; tras ello, el día 30/08/06 se recibió un informe
del Alcalde que se limitaba a señalar: “Los actuales arrendatarios cumplen el horario
establecido pro la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos
públicos,  actividades  recreativas  y  establecimientos  públicos  de  la  Comunidad
Autónoma de Aragón, sin perjuicio de que la persona residente en el inmueble donde
se  encuentra  el  establecimiento de  referencia tiene ochenta  y  ocho años y  no  se
encuentra en plenitud de facultades mentales”.

Dado  que  esta  información  era  insuficiente  y  no  atendía  las  cuestiones
preguntadas,  el  15/09/06  se  remitió  un  nuevo  escrito  precisándolas  de  nuevo  y
recordando que la circunstancia de la avanzada edad de la persona afectada, que ya
se mencionó en la petición inicial, no es una circunstancia que reduzca la incidencia
del  problema, sino  que  exige una  mayor  atención  en  orden  a  su  resolución.  Tras
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dejar transcurrir un amplio plazo, se reiteró la solicitud el día 22/11/06, pero tampoco
ha tenido contestación

La  falta  de  atención  del  Ayuntamiento  ha  supuesto  que  desde  esta
Institución no se haya podido cumplir el cometido que le asigna la Ley 4/1985, de 27
de junio, reguladora del Justicia de Aragón, quedando el ciudadano desasistido de la
protección y defensa de sus derechos que le confiere la misma.

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Primera.- Sobre las molestias en locales que repercuten en el interior
del domicilio.

La Ley del Ruido se refiere a la contaminación acústica como la presencia
en el ambiente de ruidos y vibraciones, cualquiera que sea el emisor acústico que los
origine, que impliquen molestia, riesgo o daño para las personas, el desarrollo de sus
actividades, los bienes de cualquier naturaleza, o que causen efectos significativos
sobre el medio ambiente.

Tradicionalmente  el  ruido  se  ha  incluido entre  las actividades  molestas,  y
está  plenamente  reconocido  que  la  contaminación  acústica  puede generar  graves
perjuicios a la salud física y psíquica de los seres humanos. Científicos, expertos y
organismos oficiales han declarado que el  sometimiento a  un  ruido excesivo tiene
efectos  muy  perjudiciales  para  la  salud,  pudiendo  generar  pérdidas  auditivas,
vértigos,  perturbaciones  en  el  sistema  nervioso  central,  afecciones  respiratorias,
cardíacas y circulatorias, hipertensión, fatiga, dolores de cabeza, así como   graves
efectos psicológicos.

El  Tribunal  Supremo,  en  reiterada  jurisprudencia,  pone  de  relieve  la
trascendencia del bien jurídico protegido, en cuanto nada menos que están en juego
los derechos de protección de la salud, a la intimidad personal y familiar en el ámbito
domiciliario, el bienestar y la calidad de vida de los ciudadanos y el equilibrio de los
sistemas naturales. Por ello, en distintas ocasiones ha declarado la prevalencia de lo
medioambiental  sobre  lo  urbanístico,  afirmando  la  protección  del  medio  ambiente
como  interés  público  superior,  por  su  directo  engarce  con  estos  derechos
fundamentales,  y aclara  que  su  lesión  no  deriva  de  la  mera  constatación  de  una
ilegalidad, sino de la postura habitual de pasividad o de actividad insuficiente de la
Administración.

Constituyendo el ruido una grave agresión al medio ambiente y a la salud de
las personas, es precisa una respuesta del Derecho y que la Administración realice
las acciones adecuadas para su cumplimiento mediante una intervención eficaz, sin
que  sirva  de  excusa,  sino  todo  lo  contrario,  el  precario  estado  de  salud  de  los
afectados.

Segunda.-  Sobre  la  obligación  administrativa  de  intervenir  en
problemas producidos por ruidos.

La  Sentencia  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  Administrativo  del  Tribunal
Superior  de  Justicia  de  Aragón  de  14/12/05  condena  a  un  Ayuntamiento  por  su
inactividad ante  el  problema de  ruidos generado por  unos  bares  a  lo  largo  de  un
periodo dilatado de tiempo, señala en sus consideraciones jurídicas “De acuerdo con
los  principios  en  que  se  inspira  esta  jurisprudencia,  la  actividad



jurídico-administrativa de protección de los ciudadanos frente a los ruidos adquiere
una indudable relevancia en consideración al bien que el poder público está llamado
a proteger, debiendo actuar la autoridad municipal con la debida diligencia frente a
los ruidos que sobrepasen el límite permitido, adoptando las medidas precisas para
la efectiva y real corrección de aquellos, dentro de su ámbito legal de competencias”.
A estos efectos, no es preciso recordar las competencias municipales en materia de
ruidos y control de actividades que derivan de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora
de  las  Bases  del  Régimen  Local,  R.D.L.  781/1986,  por  el  que  se  aprobó  el  texto
refundido de las disposiciones vigentes en materia de Régimen Local,  Ley 7/1999,
de 9 de abril, de Administración Local de Aragón, Ley 14/1986, General de Sanidad,
Ley  1/1992,  Orgánica  de  Seguridad  Ciudadana,  Reglamento  de  actividades
molestas,  nocivas,  insalubres  y  peligrosas,  Reglamento  general  de  policía  de
espectáculos  públicos  y  actividades  recreativas  y,  más  recientemente,  la  Ley
11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades
recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón y la
Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, cuyo objeto, entre
otros,  es  regular  el  sistema  de  intervención  administrativa  en  el  ejercicio  de
actividades  como  forma  de  prevención,  reducción  y  control  de  la  contaminación
ambiental,  idea que ya recogía el  RAMINP en su preámbulo,  para  encauzar  “... el
problema de las actividades industriales que siendo necesarias para la economía del
país pueden producir molestias o suponer un peligro o una perturbación para la vida
en las ciudades.”

La  necesidad de efectuar un control continuo de las actividades sujetas a
licencia se expresa con claridad en la Sentencia del Tribunal Supremo de 12/11/92 al
afirmar  que “es  reiterada  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  que  afirma  que  las
licencias reguladas en el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y
Peligrosas  constituyen  un  supuesto  típico  de  las  denominadas  autorizaciones  de
funcionamiento que, en cuanto tales, no establecen una relación momentánea entre
Administración  autorizante  y  sujeto  autorizado  sino  que  generan  un  vínculo
permanente encaminado  a  que  la  Administración proteja  adecuadamente en  todo
momento el interés público asegurándolo frente a posibles contingencias que puedan
aparecer en el futuro ejercicio de la actividad. Y ello implica que respecto de estas
licencias se atenúen e incluso quiebren las reglas relativas a la intangibilidad de los
actos  administrativos declarativos  de  derechos  pues entendemos que  la  actividad
está  siempre  sometida  a  la  condición  implícita  de  tener  que  ajustarse  a  las
exigencias  del  interés  público,  lo  que  habilita  a  la  Administración  para,  con  la
adecuada proporcionalidad, intervenir en la actividad, incluso de oficio, e imponer las
medidas de corrección y adaptación que resulten necesarias...”.

La facultad de intervención que el  Reglamento de Actividades otorga a  la
autoridad municipal se concreta en el artículo 30 de la Ley de Administración Local
de  Aragón  en  la  figura  del  Alcalde,  a  quien  esta  norma  atribuye  la  potestad  de
ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento, entre los que se encuentran
los relativos a la concesión de licencias para el ejercicio de actividades y su posterior
control.

Debe  señalarse  que  a  la  obligación  que  tiene  el  Ayuntamiento de  actuar
para reconducir la emisión de ruidos de la discoteca a los límites legales se une en
este caso su condición de titular del inmueble donde se desarrolla la actividad, pues
si lo ha arrendado con este fin debe procurar que reúna las condiciones adecuadas
para  ello  (artículo  30  de  la  Ley  de  Arrendamientos  Urbanos,  en  relación  con  el
artículo 21). En el mismo ámbito privado, la Ley de Propiedad Horizontal dispone en
su  artículo 7.2  “Al  propietario y  al  ocupante  del  piso  o  local  no  les  está  permitido
desarrollar en él o en el resto del inmueble actividades prohibidas en los estatutos,



que resulten dañosas para la finca o que contravengan las disposiciones generales
sobre actividades  molestas, insalubres, nocivas, peligrosas o  ilícitas. El presidente
de la comunidad, a iniciativa propia o de cualquiera de los propietarios u ocupantes,
requerirá a  quien realice  las actividades prohibidas por  este apartado la  inmediata
cesación  de  las  mismas,  bajo  apercibimiento  de  iniciar  las  acciones  judiciales
procedentes”.

Por todo ello, y reuniéndose en un mismo sujeto las circunstancias de ser la
autoridad que  debe  velar  por  el  mantenimiento de  determinadas  condiciones  y el
obligado,  al  menos  en  parte,  a  cumplirlas,  el  Ayuntamiento  de  Albarracín  debe
adoptar las medidas precisas para dar solución al problema expuesto en la queja.

Tercera.-  Sobre  la  obligatoriedad  de  colaborar  con  el  Justicia  de
Aragón.

La Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón establece la
obligación de colaborar con esta Institución en los siguientes términos:

Artículo  19º-1.  Todos los poderes públicos y  entidades afectadas por  esta
Ley están obligados a auxiliar al Justicia en sus investigaciones.

2.  Las  autoridades,  funcionarios  y  todo  el  personal  dependiente  de  la
Administración  deberán  facilitar  al  Justicia  o  a  aquel  en  quien  delegue,  las
informaciones, asistencia y entrada a todas las dependencias, centros y organismos.
Igualmente deberán poner a su disposición los datos, expedientes o cualquier clase
de  documentos  que  permitan  llevar  a  cabo  adecuadamente  la  actuación
investigadora.

Artículo 20º-Las actuaciones que se practiquen durante una investigación se
llevarán  a  cabo  con  reserva  absoluta.  El  Justicia  podrá,  no  obstante,  incluir  su
contenido en el informe anual a las Cortes o en cualquiera de sus comunicaciones a
la Comisión correspondiente.

III.- RESOLUCIÓN

Vistos  los  antecedentes  de  hecho  y  consideraciones  realizadas,  y  en
ejercicio  de  las  facultades  que  a  esta  Institución confiere  el  artículo  22  de  la  Ley
4/1985, de  27  de  junio, reguladora del  Justicia de  Aragón,  he  resuelto  formular  al
Ayuntamiento de Albarracín RECORDATORIO DE DEBERES LEGALES relativo a:

Primero: La obligación de atender las quejas vecinales en materia de ruidos
y de imponer las medidas correctoras de insonorización que precise el ejercicio de la
actividad para cumplir los límites establecidos.

Segundo: La obligación de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones,
conforme a lo establecido en artículo 19 de su Ley reguladora.

Quedo a la espera del acuse de recibo de este Recordatorio con el fin de
proceder al archivo de nuestro expediente.



EL JUSTICIA DE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍA VICENTE


